
10		 DIARIO OFICIAL
Edición 53.607

Viernes, 28 de agosto de 2026

situación de fuerza mayor y caso fortuito ocasionadas en el marco de la situación de 
calamidad expuesta, sin perjuicio del carácter permanente de la vigencia de las obligaciones 
legales existentes.

La Superintendente de Industria y Comercio,
María Rocío Cortés Vargas,

Superintendencia de Industria y Comercio.
(C. F.).

Superintendencia Nacional de Salud 

Circulares Externas 

CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 2026151000000009-5 DE 2026

(agosto 27)

PARA: ENTIDADES TERRITORIALES DEPARTAMENTALES, 
DISTRITALES Y MUNICIPALES Y ENTIDADES PROMOTORAS 
DE SALUD DE LOS REGÍMENES SUBSIDIADO Y 
CONTRIBUTIVO.

DE: SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
ASUNTO: POR LA CUAL SE MODIFICA TRANSITORIAMENTE 

EL NUMERAL 1 ACÁPITE “VI PLAZOS Y PERIODOS DE 
AUDITORÍA” DE LA CIRCULAR EXTERNA 001 DE 2020, 
MODIFICADA POR LA CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 
2025151000000005-5 DE 2025.

FECHA: 27-08-2026

I.	 ANTECEDENTES

Que de acuerdo con la información oficial publicada por el Servicio Geológico 
Colombiano (SGC), el 10 de agosto de 2026, a las 7:34:29 a. m. hora local, se registró un 
evento sísmico de magnitud 7,4 con una profundidad de 96 kilómetros, localizado en el 
municipio San José del Palmar, departamento del Chocó, que fue sentido ampliamente en 
el centro y occidente del territorio nacional y produjo afectaciones en distintos municipios 
del territorio nacional.

Que la magnitud del evento sísmico y las afectaciones producidas en los municipios 
ubicados en las zonas de mayor impacto han generado dificultades extraordinarias para la 
prestación y ejecución de las acciones en salud a cargo de las entidades territoriales, así 
como interrupciones y restricciones en materia de movilidad, comunicaciones, acceso a 
servicios esenciales, disponibilidad de infraestructura y funcionamiento de las instituciones 
del sector, disponibilidad de recursos humanos y tecnológicos, y la capacidad de respuesta 
institucional para el cumplimiento oportuno de las actividades y acciones asignadas a las 
entidades territoriales en materia de salud.

Que el Gobierno nacional mediante Decreto número 1171 de 2026 declaró situación 
de desastre nacional para los departamentos de Antioquia, Caldas, Cauca, Chocó, Quindío, 
Cundinamarca, Risaralda, Huila, Valle del Cauca, Tolima, Putumayo, Norte de Santander 
y demás afectados por el término de doce (12) meses.

Que la Superintendencia Nacional de Salud, mediante la Circular Externa 
2025151000000005-5 de 2025, modificó la Circular Externa 001 de 2020 e impartió 
instrucciones a las entidades territoriales y entidades promotoras de salud de los regímenes 
contributivo y subsidiado, sobre el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y 
control a nivel territorial, haciendo obligatoria la adopción e implementación de la Guía de 
auditoría, el informe de auditoría, responsables, plazos y planes de mejoramiento.

Que el acápite “VI. PLAZOS Y PERIODOS DE AUDITORÍA”, de la circular antes 
mencionada establece los periodos objeto de auditoría y los plazos para el cargue de la 
información a través del Aplicativo GAUDI, por parte de las entidades territoriales a la 
Superintendencia Nacional de Salud.

Que las entidades territoriales a través del aplicativo GAUDI y los diferentes canales 
de comunicación dispuestos por esta Superintendencia han realizado la solicitud de 
ampliación del plazo para la ejecución de los procesos de auditoría correspondientes al 
primer semestre de 2026.

Que en consecuencia se hace imperativo establecer transitoriamente plazos especiales 
para el primer semestre de 2026 en desarrollo de la Guía de Auditoría Institucional Gaudi.

En mérito de lo expuesto,

II.	 MODIFICACIÓN TRANSITORIA

PRIMERA: Modifíquense transitoriamente los plazos de ejecución de auditorías 
establecidos en el numeral 1 del acápite “VI. PLAZOS Y PERIODO DE AUDITORÍA” de 

la Circular Externa 001 de 2020, modificado por la Circular Externa 2025500030000003-
5 de 2025 y Circular Externa 2025151000000005-5 de 2025, para la vigencia 2026, así:

VI.	 PLAZOS Y PERIODOS DE AUDITORÍA

Los periodos objeto de auditoría y los plazos para el cargue de la información a través 
del Aplicativo GAUDI para la vigencia 2026, por parte de las Entidades Territoriales a la 
Superintendencia Nacional de Salud, serán los siguientes:

Tabla No. 1. Términos y plazos de ejecución de auditorías.

Periodo objeto de 
auditoría

Fecha de inicio 
de auditorías 

y apertura 
del Aplicativo 

GAUDI

Fecha máxima de creación y 
ejecución de las auditorías

Fecha máxima para 
revisión y ajustes de las 
auditorías - Cierre de la 

plataforma

Responsables NA

El Departamento Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina y entidades territoriales 
distritales y municipales y EPS 

(RC-RS)

Entidades territoriales 
departamentales, munici-
pales y Superintendencia 

Nacional de Salud.

Del 1° de enero 
al 30 de junio de 

2026

1° de agosto de 
2026 Hasta el 30 de noviembre de 2026 Hasta el 15 de febrero de 

2027

Del 1° de julio al 
31 de diciembre 1° de marzo Hasta 30 de abril Hasta 30 de junio

SEGUNDA: Las demás disposiciones contenidas en la Circular Externa número 001 
de 2020 modificada por la Circular Externa número 2025151000000005-5 de 2025 no se 
verán modificadas.

III.	 VIGENCIA

La presente circular rige a partir de su publicación y promulgación en el Diario 
Oficial y será aplicable únicamente para la ejecución de auditorías, revisión, ajustes y 
cargue de información correspondientes al primer semestre de la vigencia 2026 en el 
Aplicativo GAUDI. Para los periodos posteriores, continuarán aplicándose los términos 
y plazos previstos en la Circular Externa 001 de 2020 y sus modificaciones vigentes con 
anterioridad a la expedición de la presente Circular, así como aquellos que se establezcan 
mediante modificaciones posteriores de carácter permanente.

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de agosto de 2026..

La Superintendente Nacional de Salud,

María Andrea Godoy Casadiego.

(C. F.).

Entidades Financieras  
de Naturaleza Única

Administradora de los Recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0171480 DE 2026

(agosto 26)
por la cual se modifica la Resolución número 0150344 de 2025 y se dictan otras 

disposiciones.

La Directora de Gestión de Recursos Financieros de Salud, Encargada de las Funciones 
de la Dirección General (Adres), en ejercicio de sus facultades legales y reglamentarias, en 
especial, las conferidas por los artículos 66 y 67 de la Ley 1753 de 2015, los numerales 7 
y 12 del artículo 9° del Decreto número 1429 de 2016 y,

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 66 de la Ley 1753 de 2015 creó la Administradora de los Recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES), como una Entidad de naturaleza 
especial del nivel descentralizado del orden nacional, asimilada a una Empresa Industrial y 
Comercial del Estado, adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social, con personería 
jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente.

Que mediante la Resolución número 0150344 del 13 de noviembre de 2025 la ADRES 
estableció los requisitos, términos y condiciones para el registro y/o modificación de las 
cuentas bancarias de los beneficiarios de los recursos que administra, y en el parágrafo 
de su artículo 2°, en el numeral 5 y en el parágrafo 1° de su artículo 9°, exceptuó de su 
aplicación a las uniones temporales y consorcios.



 		  11
Edición 53.607
Viernes, 28 de agosto de 2026 DIARIO OFICIAL

Que el artículo 7° de la Ley 80 de 1993 define los consorcios y las uniones temporales 
como formas de asociación mediante las cuales dos o más personas presentan conjuntamente 
una misma propuesta y responden solidariamente por las obligaciones derivadas de ella, 
sin que tal asociación dé lugar al surgimiento de una persona jurídica distinta de quienes 
la integran. 

Que, no obstante carecer de personería jurídica, los consorcios y las uniones temporales 
están obligados a inscribirse en el Registro Único Tributario y cuentan con número de 
Identificación Tributaria propio, conforme al artículo 555-2 del Estatuto Tributario y sus 
normas reglamentarias, y pueden actuar como aportantes, ya sea como empleadores o 
como encargados del giro de cotizaciones de pensionados, al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud en los términos de los artículos 130, 204 y 210 de la Ley 100 de 1993.

Que, en su calidad de aportantes, los consorcios y uniones temporales pueden resultar 
beneficiarios del reconocimiento y pago de prestaciones económicas por afiliados a los 
regímenes especiales y de excepción con ingresos adicionales, excepto en el caso de 
aportes efectuados por cuenta de afiliados pensionados, así como de la devolución de 
aportes pagados de manera errónea al SGSSS, conceptos regulados en el Capítulo IV de la 
Resolución número 0150344 de 2025.

Que la habilitación que por esta resolución se dispone tiene carácter excepcional y 
restrictivo, y se circunscribe exclusivamente a los conceptos regulados en el Capítulo IV 
de la Resolución número 0150344 de 2025, manteniéndose incólume la prohibición de 
registro de cuentas bancarias de uniones temporales y consorcios para los demás procesos 
de reconocimiento.

Que, en cumplimiento de las obligaciones derivadas del literal b del artículo 31 
de la Ley 2195 de 2022, del artículo 2.14.2 del Decreto número 1068 de 2015 y de la 
Circular Externa 20211700000005-5 de 2021 de la Superintendencia Nacional de Salud, 
y considerando que estas figuras asociativas carecen de personería jurídica propia, resulta 
necesario que la debida diligencia se surta respecto de cada una de las personas jurídicas 
y/o naturales que las integran, de manera que la ADRES pueda identificar plenamente a los 
beneficiarios reales de los recursos.

Que en consideración de lo anterior, resulta necesario modificar algunos artículos de la 
Resolución número 0150344 de 2025 en lo relativo a uniones temporales y consorcios, con 
el fin de permitir la inscripción de cuentas para ser destinatarios de giro de recursos por parte 
de la ADRES, para los casos expresamente definidos en el presente acto administrativo. 

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modifíquese el parágrafo del artículo 2° de la Resolución número 150344 
de 2025, el cual quedará así:

“Parágrafo. Se exceptúa la aplicación del presente acto administrativo a las uniones 
temporales y consorcios, salvo cuando, en su calidad de aportantes, resulten beneficiarios 
del pago de prestaciones económicas o de la devolución de aportes pagados al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, evento en el cual se sujetarán exclusivamente a lo 
dispuesto en el Capítulo IV de esta resolución y a los requisitos especiales allí previstos”.

Artículo 2°. Adiciónese el parágrafo 3° al artículo 8° de la Resolución número 0150344 
de 2025, así:

“Parágrafo 3°. Tratándose de uniones temporales y consorcios beneficiarios de los 
conceptos regulados en el Capítulo IV de la presente resolución, deberán aportar:

a)	 Copia del documento de constitución de la unión temporal o del consorcio, en el 
que consten la totalidad de sus integrantes, sus porcentajes de participación, el 
término de duración, la designación del representante legal y sus facultades.

b)	 Copia del Registro Único Tributario (RUT) de la unión temporal o del consor-
cio, generado con una antelación no superior a tres (3) meses al momento de la 
presentación de la solicitud.

c)	 Certificación bancaria en las condiciones señaladas en el numeral 6 del presente 
artículo, expedida a nombre de la unión temporal o del consorcio y asociada a 
su propio Número de Identificación Tributaria (NIT).

d)	 Copia del documento de identidad del representante legal de la unión temporal 
o del consorcio.

e)	 Respecto de cada una de las personas jurídicas y/o naturales que integran la 
figura asociativa, los documentos que correspondan según su naturaleza, de 
conformidad con lo siguiente:

•	 Personas jurídicas privadas y mixtas: numerales 1, 2, 5 y 7 del presente artículo.
•	 Personas jurídicas públicas: numerales 3 y 5 del presente artículo.
•	 Entidades sin ánimo de lucro: numerales 4, 5 y 7 del presente artículo.
•	 Personas naturales: numeral 5 del presente artículo y numeral 10, cuando la 

ADRES lo requiera de manera discrecional.
f)	 El documento “DIES-FR02 Formato de Conocimiento y Vinculación de Contra-

partes y Terceros - Persona Jurídica” diligenciado y firmado de manera inde-
pendiente por cada uno de los integrantes de la unión temporal o del consorcio 
que tenga la calidad de persona jurídica privada, mixta o entidad sin ánimo de 
lucro, acompañado de la copia del documento de identidad de su respectivo re-
presentante legal. En ningún caso se admitirá el registro de cuentas constituidas 

en patrimonios autónomos, encargos fiduciarios o fondos de inversión colectiva, 
conforme al parágrafo 2° del presente artículo”.

Artículo 3°. Modifíquese el numeral 5 y adiciónense los numerales 18 y 19 al artículo 
9° de la Resolución número 150344 de 2025, así:

“5.	 Cuando la entidad que pretende registrar la cuenta bancaria sea una unión tem-
poral o consorcio, salvo en los eventos y conceptos expresamente autorizados en 
el Capítulo IV de la presente resolución”.

(…) 
“18.	 Cuando, tratándose de una unión temporal o consorcio, no se aporte el documento 

de constitución, o cuando este no permita identificar la totalidad de sus integrantes, sus 
porcentajes de participación o la designación y facultades de su representante legal.

19.	 Cuando, tratándose de una unión temporal o consorcio, no se aporte la 
documentación exigida respecto de cada una de las personas jurídicas y/o naturales que 
la integran, o cuando la certificación bancaria no corresponda a una cuenta abierta a 
nombre de la figura asociativa y asociada a su propio NIT”.

Artículo 4°. Modifíquese el parágrafo 1° del artículo 9° de la Resolución número 
0150344 de 2025, el cual quedará así:

“Parágrafo 1°. No podrán realizar el registro de cuentas bancarias las figuras 
asociativas como las uniones temporales y los consorcios, salvo cuando resulten 
beneficiarias del pago de prestaciones económicas o de la devolución de aportes pagados 
al SGSSS en los términos del Capítulo IV de esta resolución, caso en el cual deberán 
acreditar los requisitos previstos en parágrafo 3° del artículo 8°. Esta habilitación no 
se extiende a los procesos de giro directo, presupuestos máximos, reclamaciones ni a los 
demás conceptos regulados en la presente resolución”.

Artículo 5°. Adiciónese un inciso al artículo 21 de la Resolución número 0150344 de 
2025, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 21. BENEFICIARIOS DEL PAGO DE PRESTACIONES 
ECONÓMICAS POR AFILIADOS A LOS REGÍMENES ESPECIALES Y DE 
EXCEPCIÓN CON INGRESOS ADICIONALES Y DE DEVOLUCIÓN DE APORTES. 
Las personas jurídicas y naturales que resulten beneficiarias del giro de los recursos de la 
ADRES, en calidad de aportantes, por concepto de prestaciones económicas por afiliados 
a los regímenes especiales y de excepción con ingresos adicionales, deberán registrar una 
cuenta bancaria ante la ADRES para realizar los respectivos giros.

Así mismo, las personas jurídicas y naturales que resulten beneficiarias del giro de 
recursos por concepto de devolución de aportes, en su calidad de aportantes.

Igualmente, las uniones temporales y los consorcios que, en calidad de aportantes, 
resulten beneficiarios del giro de los recursos de la ADRES por concepto de prestaciones 
económicas por afiliados a los regímenes especiales y de excepción con ingresos 
adicionales, o por concepto de devolución de aportes pagados al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, deberán registrar una cuenta bancaria ante la ADRES en los 
términos del artículo 24 de la presente resolución”.

Artículo 6°. Adiciónese el literal e) y el parágrafo 2° al artículo 24 de la Resolución 
número 0150344 de 2025, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 24. REGISTRO DE LA CUENTA BANCARIA DE PERSONAS 
NATURALES O JURÍDICAS. Las personas naturales o jurídicas, beneficiarias del 
reconocimiento y pago de las prestaciones económicas o devolución de aportes, descritas 
en el presente capítulo, radicarán ante la ADRES la solicitud de registro y/o modificación 
de cuenta bancaria, la cual deberá estar acompañada de los siguientes documentos:

a)	 Personas Naturales: Numeral 6 del artículo 8° de la presente resolución. Y nu-
meral 10 del artículo 8° para los casos en que la ADRES lo considere, se solici-
tará de manera discrecional.

b)	 Personas Jurídicas Privadas y Mixtas: Numerales 1, 2, 5, 6 y 7 del artículo 8° de 
la presente resolución.

c)	 Personas Jurídicas Públicas: 3, 5, 6 del artículo 8° de la presente resolución.
b)	 Entidades sin Ánimo de Lucro: 4, 5, 6 y 7 del artículo 8° de la presente resolu-

ción.
c)	 Uniones Temporales y Consorcios: Parágrafo 3° del artículo 8° de la presente 

resolución.
Parágrafo 1°. En caso de que se trate de entidades públicas, documento con la 

información referente al número y nombre de la cuenta habilitada para tal efecto por el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el código de portafolio asignado para dicha 
entidad. 

Parágrafo 2°. Para el registro y/o modificación de la cuenta bancaria de uniones 
temporales y consorcios, la ADRES solicitará y verificará la información y los documentos 
de cada una de las personas jurídicas y/o naturales que las conforman, según la naturaleza 
de cada integrante, en los términos del parágrafo 3° del artículo 8°. 

La cuenta bancaria registrada quedará vinculada exclusivamente al concepto que dio 
origen al reconocimiento. Estas figuras asociativas no podrán solicitar la réplica de la 
cuenta registrada para otros conceptos, en los términos del artículo 29 de esta resolución”.
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Artículo 7°. Modifíquese el artículo 25 de la Resolución número 0150344 de 2025, el 
cual quedará así:

“Artículo 25. Causales específicas de rechazo. La ADRES rechazará las solicitudes 
de registro, actualización y/o modificación de las cuentas bancarias presentadas, de 
conformidad con los numerales 1, 4, 8, 9, 10, 16, 17, 18 y 19 del artículo 9° de la presente 
resolución, así como con el parágrafo 2° del mismo artículo para los casos en que la 
ADRES haya considerado solicitar dicho documento de manera discrecional.

PARÁGRAFO. La causal prevista en el numeral 5 del artículo 9° no será aplicable 
a las solicitudes presentadas por uniones temporales y consorcios por los conceptos 
regulados en el presente capítulo”.

Artículo 8°. Adiciónese el parágrafo 1° al artículo 31 de la Resolución número 
0150344 de 2025, el cual quedará así:

“Parágrafo 1°. La solicitud de registro y/o la modificación de la cuenta bancaria de 
las uniones temporales y los consorcios únicamente podrá efectuarse mediante correo 
electrónico, como uno de los canales institucionales habilitados para este fin”.

Artículo 9°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación 
y modifica en lo pertinente la Resolución número 0150344 del 13 de noviembre de 2025, 
manteniéndose vigentes en lo demás sus disposiciones.

Publíquese y cúmplase.
La Directora de Gestión de Recursos Financieros de Salud encargada de las Funciones 

de la Dirección General de la ADRES
Carmen Rocío Rangel Quintero.

(C. F.).

Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior 

“Mariano Ospina Pérez” (Icetex)

Acuerdos 

ACUERDO NÚMERO 19 DE 2026

(agosto 27)
por el cual se adopta un mecanismo de alivio financiero para los beneficiarios de crédito 
educativo de los departamentos de Caldas, Chocó, Quindío, Risaralda y Valle del Cauca 
afectados por la emergencia producida como consecuencia del evento sísmico ocurrido el 

10 de agosto de 2026.
La Junta Directiva, en ejercicio de sus facultades legales y estatutarias, en especial las 

que le confiere la Ley 1002 del 30 de diciembre de 2005, los numerales 1 y 4 del artículo 
9° del Decreto número 1050 del 6 de abril de 2006 y los artículos 6°, 7°, los numerales 1, 
4 y 23 del artículo 9° del Acuerdo número 13 de 2022 y;

CONSIDERANDO:
Que, el artículo 67 de la Constitución Política de Colombia establece que la educación 

“(...) es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social (...)”, 
tal es así que la satisfacción de las necesidades básicas en educación constituye y forma 
parte del gasto público social. A su vez, el artículo 69 contempla que “(...) el Estado 
facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las personas aptas 
a la educación superior”.

Que, la Ley 1002 de 2005 modificó la naturaleza jurídica del Icetex al transformarlo 
de un Establecimiento Público a una Entidad Financiera de Naturaleza Especial, con 
personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, actualmente vinculada 
al Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

El artículo 2° de la Ley 1002 de 2005 señala como objeto del Icetex “(...) el fomento 
social de la educación superior, priorizando la población de bajos recursos económicos 
y aquella con mérito académico en todos los estratos a través de mecanismos financieros 
que hagan posible el acceso y la permanencia de las personas a la educación superior, 
la canalización y administración de recursos, becas y otros apoyos de carácter nacional 
e internacional, con recursos propios o de terceros y cumplirá su objeto con criterios 
de cobertura, calidad y pertinencia educativa, en condiciones de equidad territorial. 
Igualmente otorgará subsidios para el acceso y permanencia en la educación superior de 
los estudiantes de estratos 1, 2 y 3”.

Que, el artículo 7° de la Ley 1002 de 2005 establece que quienes fungen como órganos 
de dirección y administración del Icetex es la Junta Directiva y el Representante Legal de 
la entidad.

Que, en consonancia con lo anterior, el artículo 6° del Acuerdo número 13 de 2022 
sobre los estatutos del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos 
en el Exterior “Mariano Ospina Pérez”, Icetex, establece que “Son órganos de dirección 

y administración: 1. La Junta Directiva (…)”, y a su vez, en el artículo 7° manifiesta 
que  “(...) La Junta Directiva del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior “Mariano Ospina Pérez”, Icetex, es el máximo órgano de dirección 
y administración de la Entidad”.

Que, el numeral 1 del artículo 9° del Acuerdo número 13 de 2022 contempla como 
función de la Junta Directiva del Icetex, “Formular la política general y los planes, 
programas y proyectos para el cumplimiento del objeto legal del Icetex, de sus funciones 
y operaciones autorizadas y todas aquellas inherentes a su naturaleza jurídica, acorde 
con lo dispuesto por la normatividad vigente y los lineamientos y política del Gobierno 
nacional en materia de crédito educativo. En desarrollo de lo anterior, adoptará, entre 
otros, los reglamentos de crédito, el estatuto de servicios, los planes, programas y proyectos 
para la administración del riesgo financiero, la financiación de crédito educativo, la 
administración, el saneamiento y la recuperación de cartera”.

Que, a su vez, en el numeral 23 ibidem precisa como función de la Junta Directiva: 
“Aprobar las políticas, planes, programas, procedimientos, mecanismos, metodologías 
para reestructurar, refinanciar, reliquidar, castigar, aliviar, seguir y controlar la cartera y 
la cobranza, y demás activos financieros de la Entidad”.

Que el artículo 2° de la Ley 1523 de 2012 por el cual se adopta la política nacional de 
gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres y se dictan otras disposiciones establece:

“ARTÍCULO 2°. DE LA RESPONSABILIDAD. La gestión del riesgo es responsabilidad 
de todas las autoridades y de los habitantes del territorio colombiano.

En cumplimiento de esta responsabilidad, las entidades públicas, privadas y 
comunitarias desarrollarán y ejecutarán los procesos de gestión del riesgo, entiéndase: 
conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y manejo de desastres, en el marco de sus 
competencias, su ámbito de actuación y su jurisdicción, como componentes del Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres.

Por su parte, los habitantes del territorio nacional, corresponsables de la gestión del 
riesgo, actuarán con precaución, solidaridad, autoprotección, tanto en lo personal como 
en lo de sus bienes, y acatarán lo dispuesto por las autoridades”.

Que, mediante Sentencia T-1125 del 27 de noviembre de 2003, Magistrado Ponente 
Marco Gerardo Monroy Cabra, señaló:

“(…) En materia de atención y prevención de desastres, la especial atención 
constitucional se brinda para la protección de la población afectada que ostenta una 
calidad de vulnerabilidad y debilidad evidente, y en esta medida para el aseguramiento de 
sus derechos fundamentales a la vida, a la subsistencia, a la dignidad, y a la salud, entre 
otros. Además, el principio general de solidaridad impide que la sociedad sea indiferente 
al sufrimiento evidente de las personas o insensible ante la situación de desamparo o de 
extrema necesidad en que éstas se encuentren.

En esta medida, todos los agentes sociales deben asumir responsablemente el 
cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales, de forma que se haga posible la 
cooperación social. Ello implica que, en cumplimiento de los deberes sociales de apoyo, 
atención, protección y promoción de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad, 
se llegue en muchas ocasiones a que la sociedad deba soportar ciertas cargas públicas 
(…)”.

Que, de acuerdo con el principio de solidaridad establecido en la Constitución Política, 
es deber en cabeza del Estado responder con acciones humanitarias ante situaciones que 
pongan en peligro la vida o la salud de las personas, con el propósito de alcanzar de 
manera progresiva mediante la puesta en operación de mecanismos complementarios que 
permitan ayudar a la solución de las necesidades de las personas con menores recursos.

Que el día 10 de agosto de 2026 se presentó un sismo de gran magnitud que produjo 
afectaciones humanas, materiales, económicas y de infraestructura en diferentes 
departamentos del país, comprometiendo las condiciones de vida, la capacidad productiva 
y la estabilidad económica de hogares, trabajadores y unidades empresariales ubicadas en 
las zonas afectadas.

Que como consecuencia del evento sísmico se produjo la destrucción parcial o total 
de viviendas, establecimientos de comercio, infraestructura pública y privada, así como la 
interrupción de actividades productivas esenciales para la subsistencia de las comunidades.

Que la afectación derivada del desastre puede generar una disminución temporal o 
permanente de los ingresos de los hogares y unidades productivas, pérdida o deterioro de 
activos, interrupción de actividades económicas y dificultades para atender oportunamente 
las obligaciones financieras previamente adquiridas.

Que, como consecuencia de la magnitud y extensión de las afectaciones ocasionadas 
por el evento sísmico, el Gobierno nacional expidió el Decreto 1171 del 11 de agosto de 
2026, mediante el cual declaró la Situación de Desastre de Carácter Nacional para los 
departamentos de Antioquia, Caldas, Cauca, Chocó, Quindío, Cundinamarca, Risaralda, 
Huila, Valle del Cauca, Tolima, Putumayo, Norte de Santander y demás afectados por el 
término de doce (12) meses.

Que, de acuerdo con las cifras oficiales del Gobierno nacional, en el documento técnico 
de caracterización del sismo del 10 de agosto de 2026, presenta el resumen de principales 
condiciones de exposición frente a la amenaza así:



